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autoliquidaciones por otros conceptos impositivos rela-
cionados con aquélla, etc.

9. Cuando no quede debidamente acreditado que
los bienes y servicios se adquirieron con la intención
de destinarlos al desarrollo de una actividad empresarial
o profesional, dichas adquisiciones no se considerarán
realizadas por quien las efectuó actuando en condición
de empresario o profesional a efectos del Impuesto sobre
el Valor Añadido. Por tanto, el mismo no tendrá derecho
a la deducción de las cuotas soportadas o satisfechas
con ocasión de tales adquisiciones, ni siquiera en el caso
de que posteriormente decida destinar los referidos bie-
nes y servicios al ejercicio de una actividad empresarial
o profesional (apartados 8, 9 y 10 de la sentencia Len-
nartz, y apartados 22 a 26 de las conclusiones del abo-
gado general en ese mismo asunto).

Así se establece en el apartado dos del artículo 111
de la Ley 37/1992, que continúa plenamente vigente.

10. En todo caso, debe tenerse en cuenta, tal y
como señala el Tribunal en el apartado 46 de la sentencia
Gabalfrisa, que la condición de empresario o profesional
sólo se adquiere definitivamente si la declaración de la
intención de iniciar actividades empresariales o profe-
sionales ha sido hecha de buena fe por el interesado.
Por ello, en las situaciones de fraude en las que, por
ejemplo, haya quedado finalmente acreditado que este
último ha fingido querer ejercer una actividad económica
concreta, pero en realidad ha incorporado a su patri-
monio privado o ha consumido determinados bienes o
servicios, la Administración tributaria debe regularizar
las deducciones indebidamente practicadas.

11. En virtud de lo dispuesto en el apartado nueve
del artículo 111 de la Ley 37/1992, que no resulta afec-
tado por el contenido de la sentencia Gabalfrisa, la cuan-
tía de las deducciones practicadas antes del inicio de
la realización de las operaciones que constituyen el obje-
to de la actividad se considerará provisional y está some-
tida a las regularizaciones previstas en los artículos 112
y 113 de la misma Ley, que asimismo continúan siendo
aplicables.

No obstante, por las razones señaladas con anterio-
ridad, las menciones que se hacen en los citados pre-
ceptos, así como en los apartados tres y cuatro del propio
artículo 111, al inicio o comienzo de las actividades
empresariales o profesionales, deben entenderse refe-
ridas al inicio o comienzo de las operaciones que cons-
tituyan el objeto de tales actividades.

12. También siguen vigentes los apartados seis, sie-
te y ocho del artículo 111 de la Ley 37/1992, pues
las materias reguladas en ellos no se ven afectadas por
el contenido de la sentencia Gabalfrisa.

III

En consecuencia con todo lo anterior, esta Dirección
General considera ajustados a derecho los siguientes
criterios:

1.o La realización de adquisiciones o importaciones
de bienes o servicios con la intención, confirmada por
elementos objetivos, de destinarlos al desarrollo de una
actividad empresarial o profesional determina, a efectos
del Impuesto sobre el Valor Añadido, que se considere
producido el inicio de tal actividad, aunque la realización
de las operaciones que constituyen el objeto de la misma
se produzca con posterioridad. Quien realice tales adqui-
siciones tiene por tal motivo y a partir de dicho momento
la condición de empresario o profesional a efectos del
referido Impuesto.

En relación con la prueba de la referida intención,
deben tenerse en cuenta las consideraciones efectuadas
en los apartados 4 a 8 de la parte II de esta Resolución.

2.o Los empresarios o profesionales a que se refiere
el número 1.o anterior tendrán derecho a deducir de
inmediato las cuotas del Impuesto soportadas o satis-
fechas por las citadas adquisiciones o importaciones,
incluidas las correspondientes a las adquisiciones de
terrenos, sin necesidad de esperar a que se produzca
el inicio efectivo de la realización por los mismos de
las entregas de bienes o prestaciones de servicios que
vayan a constituir el objeto de su actividad, y sin que
tal derecho pueda quedar condicionado a que hayan
presentado una declaración expresa a tal fin antes de
haber soportado o satisfecho dichas cuotas, ni a que
el inicio de la realización de las referidas operaciones
se produzca en el plazo de un año, salvo prórroga con-
cedida por la Administración, desde la presentación de
tal declaración.

3.o Las deducciones practicadas en los supuestos
a que se refiere el número 2.o anterior tendrán carácter
provisional y estarán sometidas a las regularizaciones
previstas en los artículos 112 y 113 de la Ley 37/1992.

Madrid, 11 de octubre de 2000.—El Director general,
Estanislao Rodríguez-Ponga y Salamanca.

MINISTERIO DE FOMENTO
19948 REAL DECRETO 1828/2000, de 3 de noviem-

bre, por el que se modifica el Reglamento para
el control del cumplimiento de la normativa
internacional sobre seguridad marítima, pre-
vención de la contaminación y condiciones
de vida y trabajo en los buques extranjeros
que utilicen puertos o instalaciones situados
en aguas jurisdiccionales españolas, aproba-
do por el Real Decreto 768/1999, de 7 de
mayo.

Mediante el Real Decreto 1621/1997, de 24 de octu-
bre, se incorporó al ordenamiento jurídico español la
Directiva 95/21/CE, del Consejo, de 19 de junio, sobre
el cumplimiento de las normas internacionales de segu-
ridad marítima, prevención de la contaminación y con-
diciones de vida y de trabajo a bordo, por parte de los
buques que utilicen los puertos comunitarios o las ins-
talaciones situadas en aguas bajo jurisdicción de los Esta-
dos miembros (control del Estado del puerto), así como
la Directiva 96/40/CE, de la Comisión, de 25 de junio,
por la que se establece un modelo común de tarjeta
de identidad para los inspectores de control del Estado
del puerto. Las modificaciones que, en la primera de
las normas comunitarias citadas, operaron las Directivas
98/25 y 98/42/CE, llevaron a la derogación del Real
Decreto 1621/1997, de 24 de octubre, por el Real
Decreto 768/1999, de 7 de mayo, actualmente en vigor.

La Directiva 99/97/CE, de la Comisión, de 13 de
diciembre, ha venido, de nuevo, a modificar la Directiva
95/21/CE. Una reforma que pretende, en primer lugar,
cambiar las fechas de referencia de los convenios e ins-
trumentos jurídicos internacionales relacionados en el
artículo 2 de la Directiva 95/21/CE. Por otra parte, incre-
menta y detalla la información relativa a las inmovili-
zaciones de los buques que debe ser publicada, para
lo que modifica el artículo 15 de la Directiva 95/21/CE
y añade un nuevo anexo. Y, por último, introduce varia-
ciones en el factor general de selección de los buques
que deben inspeccionarse prioritariamente —lo que supo-
ne introducir cambios en el anexo I de la Directiva
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95/21/CE— y amplía la lista de certificados y documen-
tos del anexo II que deben examinarse.

Este Real Decreto tiene como finalidad incorporar al
ordenamiento jurídico la Directiva 99/97/CE, lo que
hace necesaria la modificación del Real Decreto
768/1999.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Fomento,
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su reunión del día
3 de noviembre de 2000,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Reglamento aprobado
por el Real Decreto 768/1999, de 7 de mayo.

El Reglamento para el control del cumplimiento de
la normativa internacional sobre seguridad marítima, pre-
vención de la contaminación y condiciones de vida y
de trabajo en los buques extranjeros que utilicen puertos
o instalaciones situadas en aguas jurisdiccionales espa-
ñolas, aprobado por el Real Decreto 768/1999, de 7
de mayo, queda modificado en los términos y con el
alcance que a continuación se expresa:

1. El último párrafo del artículo 2.1 queda redactado
del siguiente modo:

«Junto con los protocolos y enmiendas de dichos
convenios y los códigos anexos de carácter obli-
gatorio, que estén vigentes el 1 de julio de 1999.»

2. Se da nueva redacción al artículo 2.2, con el
siguiente texto:

«MA: el Memorándum de París para el control
de los buques por el Estado rector del puerto, fir-
mado en París el 26 de enero de 1982, en la versión
vigente el 1 de julio de 1999.»

3. El apartado 3 del artículo 13 queda redactado
de la siguiente forma:

«Los inspectores y las personas que les asistan
no podrán tener interés comercial alguno en los
puertos ni en los buques en los que efectúen ins-
pecciones. Tampoco podrán estar empleados en
organizaciones internacionales que expidan certi-
ficados estatutarios o de clasificación, o que rea-
licen las supervisiones necesarias para la expedi-
ción de dichos certificados a los buques, ni llevar
a cabo tareas remuneradas con cargo a dichas
organizaciones.»

4. El artículo 16 tendrá la siguiente redacción:
«La Dirección General de la Marina Mercante

hará pública, al menos con una periodicidad men-
sual, los datos enumerados en el anexo IX, relativos
a los buques que, durante el mes anterior, hayan
sido inmovilizados en los puertos españoles o cuyo
acceso a los mismos haya sido denegado, según
lo dispuesto en el artículo 12.3.

Dicha publicación se entenderá sin perjuicio
de la que corresponda al sistema de información
SIRENAC, en aplicación de lo dispuesto en el artí-
culo 15.2 de la Directiva 95/21/CE.»

5. El anexo I queda modificado en los términos
siguientes:

a) Se da nueva redacción al apartado I.6 (Factores
prevalentes), con el siguiente texto:

«Buques clasificados que hayan sido suspendi-
dos o privados de su clase por motivos de seguridad
en los seis meses precedentes.»

b) El apartado II (Factor general de selección) se
sustituirá por el texto que figura en el anexo I de este
Real Decreto.

6. El anexo II queda modificado en los términos
siguientes:

a) El párrafo g) del apartado 2 tendrá la siguiente
redacción:

«Certificado de exención, incluida la lista de car-
gas, según proceda.»

b) Después del apartado 28 se insertarán los puntos
que se citan en el anexo II de este Real Decreto.

7. Se añade un nuevo anexo IX, cuyo contenido
se incluye en el anexo III de este Real Decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo dispuesto en este Real
Decreto.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se faculta al Ministro de Fomento para dictar las dis-
posiciones de desarrollo y ejecución de este Real Decre-
to, así como para actualizar las fechas de referencia de
los convenios internacionales e instrumentos jurídicos
que se citan en el artículo 2 del Reglamento aprobado
por el Real Decreto 768/1999, de 7 de mayo, o modi-
fiquen los anexos de dicho Reglamento.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Este Real Decreto entrará en vigor el día 13 de diciem-
bre de 2000.

Dado en Madrid a 3 de noviembre de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Fomento,
FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

ANEXO I

«II. Factor general de selección:
Se considerará prioritaria la inspección de los siguien-

tes buques:
1. Los que arriben a un puerto español por primera

vez o tras una ausencia igual o superior a doce meses.
Al aplicar estos criterios la Administración marítima espa-
ñola tendrá también en cuenta las inspecciones reali-
zadas por otros miembros del Memorándum de París
para el control de los buques por el Estado rector del
puerto de 1982 (MA). A falta de los datos necesarios
para este fin, utilizará los datos del sistema de infor-
mación ‘‘SIRENAC’’ disponibles e inspeccionará los
buques que no estén registrados en ‘‘SIRENAC’’ a partir
de la entrada en vigor de la base de datos el 1 de enero
de 1993.

2. Los que no hayan sido inspeccionados por ningún
Estado miembro de la Unión Europea en los seis meses
anteriores.

3. Aquellos cuyos certificados obligatorios de cons-
trucción y equipo exigidos por los convenios, y cuyos
certificados de clasificación, hayan sido expedidos por
una organización que no esté reconocida según los cri-
terios del Real Decreto 2662/1998, de 11 de diciembre,
sobre reglas y estándares comunes para las organiza-
ciones de inspección y control de buques y para las
actividades correspondientes de la Administración marí-
tima.
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4. Los abanderados en un Estado que figure con
inmovilizaciones y retrasos superiores a la media en el
cuadro de medias trienales publicado en el informe anual
del ‘‘MA’’.

5. Aquellos a los que se haya permitido abandonar
el puerto de un Estado miembro de la Unión Europea
bajo determinadas condiciones, tales como las siguientes:

a) Rectificación de deficiencia antes de la partida.
b) Rectificación de deficiencias en el próximo puerto.
c) Rectificación de deficiencias en catorce días.
d) Especificación de condiciones para otras defi-

ciencias.

Si se han tomado medidas con respecto al buque
y rectificado todas las deficiencias, ello se tendrá en
cuenta.

6. Aquellos en los que, con ocasión de una inspec-
ción anterior, se hayan registrado deficiencias, en función
del número de estas últimas.

7. Los que hayan sido inmovilizados en un puerto
anterior.

8. Los abanderados en un Estado que no haya rati-
ficado todos los convenios internacionales pertinentes
a que se hace referencia en el artículo 2 de este Regla-
mento.

9. Los abanderados en un Estado que presente un
índice de deficiencias superior a la media.

10. Aquellos con deficiencias, imputables a la socie-
dad de clasificación en la que estén clasificados, por
encima de la media.

11. Los pertenecientes a una categoría para la que
se haya decidido una inspección ampliada (conforme
al artículo 7 de este Reglamento).

12. Los de más de trece años de edad.

Para establecer el orden de prioridad que seguirá en
la inspección de los buques especificados, la Adminis-
tración marítima española tendrá en cuenta el determi-
nado por el factor general de selección del sistema de
información ‘‘SIRENAC’’ según lo dispuesto en la sec-
ción 1 del anexo I del ‘‘MA’’ de París. Cuanto más elevado
resulte dicho factor, mayor será la prioridad de la ins-
pección. El factor general de selección es la suma de
los valores de los factores de selección, según se definen
en el marco del ‘‘MA’’, teniendo en cuenta que los apar-
tados 5, 6 y 7 sólo se aplicarán a las inspecciones rea-
lizadas en los últimos doce meses. El factor general de
selección no podrá ser inferior a la suma de los valores
establecidos para los apartados 3, 4, 8, 9, 10, 11 y 12.
Estos criterios de determinación del orden de prioridad
para la inspección de buques se aplicarán en tanto la
Comisión no decida su inadecuación a los fines de esta
norma.»

ANEXO II

«29. Plan de gestión de basuras y libro registro de
basuras.

30. Sistema de apoyo para la toma de decisiones
de los capitanes de buques de pasaje.

31. En el caso de los buques de pasaje que operan
en rutas fijas, plan de cooperación SAR.

32. Lista de las limitaciones operacionales de los
buques de pasaje.

33. Cuadernillo del granelero.
34. En el caso de graneleros, plan de carga y des-

carga.»

ANEXO III

«ANEXO IX

Publicidad de las inmovilizaciones e inspecciones
efectuadas en los puertos españoles

La Dirección General de la Marina Mercante hará
pública, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 16, la siguiente información:

a) Nombre del buque.
b) Número OMI.
c) Tipo de buque.
d) Arqueo bruto.
e) Año de construcción.
f) Nombre y dirección del naviero.
g) Estado del pabellón.
h) Sociedad o, en su caso, sociedades de clasifi-

cación que hayan expedido los certificados de clase del
buque, si los hubiere.

i) Sociedad o, en su caso, sociedades de clasifi-
cación o cualquier otra entidad que haya expedido cer-
tificados del buque con base en los convenios, en nombre
del Estado del pabellón, con indicación expresa de dichos
certificados.

j) Número de inmovilizaciones en los veinticuatro
meses previos.

k) Estado y puerto donde se produjo la inmoviliza-
ción.

l) Fecha en que se levantó la orden de inmovili-
zación.

m) Duración de la inmovilización, en días.
n) Número de deficiencias detectadas y motivos de

la inmovilización, expresados de manera clara y explícita.
ñ) Cuando se deniegue al buque el acceso a un

puerto comunitario, razones de tal medida, expresadas
de manera clara y explícita.

o) Indicación de si la sociedad de clasificación o
entidad privada que realizó el pertinente reconocimiento
tuvo responsabilidad en relación con las deficiencias que,
por sí solas o en combinación con otras, condujeron
a la inmovilización.

p) Descripción de las medidas adoptadas en el caso
de un buque al que se haya permitido dirigirse al astillero
de reparación más próximo o al que se haya denegado
el acceso a un puerto de la Unión Europea.»

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
19949 CORRECCIÓN de erratas del Real Decreto

1687/2000, de 6 de octubre, por el que se
aprueba el Estatuto de la Gerencia de Infraes-
tructura y Equipamiento de la Defensa.

Advertida errata en el texto del Real Decreto
1687/2000, de 6 de octubre, por el que se aprueba
el Estatuto de la Gerencia de Infraestructura y Equipa-
miento de la Defensa, publicado en el «Boletín Oficial
del Estado» número 256, de 25 de octubre de 2000,
se procede a efectuar la oportuna modificación:

En la página 36732, primera columna, artículo 13,
cuarta línea, donde dice: «... puestos de trabajo, con inde-
pendencia directa...», debe decir: «... puestos de trabajo,
con dependencia directa...».


